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PODER JUDICIAL DE LA NACION 

           SENTENCIA DEFINITIVA Nº 43815

           CAUSA Nº 1.802-10  -SALA VII- JUZGADO Nº 23

 En la Ciudad de Buenos Aires, a los 21 días del mes de setiembre de 2011, para dictar sentencia en los autos: “N. P. E. P/SI Y EN REP. HIJO MENOR S. M. N., R. E. N. Y OTRO C/CNA ART S.A. Y OTRO S/ACCIDENTE - ACCION CIVIL", se procede a votar en el siguiente orden.

LA DOCTORA BEATRIZ I. FONTANA DIJO:  


La Corte Suprema de Justicia de la Nación hizo lugar parcialmente al recurso de hecho deducido por la parte actora contra la sentencia de la Sala III de esta Cámara, y en virtud de ese decisorio corresponde que este Tribunal se expida sobre el recurso de apelación que a fs. 586/608 interpuso la parte actora contra la sentencia recaída en primera instancia, en lo que atañe al rechazo de la demanda contra CNA A.R.T. S.A. 


La Señora Juez "a quo" consideró que con la causa penal que corre por cuerda quedó acreditado el siniestro en el que se fundó la demanda de autos, que tuvo lugar el dia 19 de febrero de 1999 en el Parque de la Ciudad, donde se desempeñaba como vigilador quien en vida fuera el esposo y padre de los actores.  En el primer párrafo de fs. 568 sostuvo la sentenciante que en oportunidad de producirse el cambio de guardia, al demorarse el causante en la entrega del arma que le había sido asignada por su empleadora, un compañero de trabajo que debía relevarlo intentó quitársela y se produjo un forcejeo, disparándose el arma y produciéndole la muerte. 


Sin perjuicio de los demás elementos que surgen tanto de autos como de la causa penal, y frente a la dificultad para conocer la verdad material en tanto en el hecho solamente tuvieron parte el causante y el Sr. Pablo Daniel Ponce de León quien resultó imputado en el hecho, lo cierto es que la muerte del Sr. San Martín se produjo mientras estaba trabajando, y por haber tenido a disposición un arma que su empleadora les proporcionó a ambos para el cumplimiento de sus tareas. 


La Señora Juez "a quo" reconoció que el hecho ocurrió con el uso de un arma de fuego, elemento sobre cuya peligrosidad no es necesario abundar, y con la intervención de otro dependiente de la empleadora del Sr. San Martín, pero rechazó la demanda contra CNA ART S.A. por considerar que la actividad de vigilancia está excluída de la posibilidad de llevar a cabo planes de mejoramiento, y que en autos no se ha indicado ni demostrado el incumplimiento de la Aseguradora de la obligación legal impuesta por el art. 4° Ley 24.557.


Esa decisión suscitó el agravio de la parte actora, quien afirma que la sentenciante rechazó la demanda contra la Aseguradora sin tener en cuenta que de las pruebas producidas en autos se desprende que la misma no cumplió con sus obligaciones de informar y asesorar a la asegurada respecto de las normas de prevención a las que debía sujetarse.  Al respecto afirma que la reglamentación vigente y aplicable al momento de los hechos exigía que quien se desempeñara como vigilador contara con un certificado de aptitud psicotécnica, y que no se probó que el causante lo tuviera pero además se demostró que quien intervino en el siniestro lo obtuvo luego de producido el episodio que da origen a estos actuados.  Asimismo agrega que la muerte del Sr. Eduardo San Martín se produjo por un disparo de arma de fuego, y entre los requisitos que deben cumplir las personas de vigilancia que usan armas de fuego se encuentra la autorización que debe otorgar el Registro Nacional de Armas.  Sin embargo, en autos quedó probado que el Sr. San Martín no contaba con tal autorización y sin perjuicio de ello se lo hacía trabajar utilizando un arma.  Por todo ello considera que se ha probado en autos la responsabilidad de la Aseguradora demandada y solicita la revocatoria de la sentencia en crisis. 


Analizadas las constancias de autos, adelanto que en  mi opinión asiste razón a la recurrente. 


El art. 4° de la Ley 24.557 dispone que los empleadores y los trabajadores, tanto como las aseguradoras de riesgos del trabajo, están obligados "a adoptar las medidas legalmente previstas para prevenir eficazmente los riesgos del trabajo".  


Es decir que, tal como lo aclara el párrafo siguiente de la norma citada, no solamente se deben atener  a lo que dispongan las normas específicas de Seguridad e Higiene, sino que deben cumplir con todas las actuaciones establecidas legalmente que contribuyan a una prevención eficaz de los riesgos, lo que implica que dicha prevención no puede considerarse cumplida con meras medidas formales, sino que se debe demostrar la existencia de un verdadero compromiso sobre el punto. 


En el caso en examen estamos en presencia de un trabajador dependiente a quien la empresa empleadora le proveía un arma de fuego para su prestación de servicios.  En consecuencia, la actuación de la aseguradora en el despliegue de actividades para una prevención eficaz de los riesgos, debía tener en cuenta las disposiciones legales aplicables en los casos de personal al que se le provee de armas de fuego. 


En el momento en que ocurrieron los hechos, -19 de febrero de 1999- estaba en vigencia la Ley 118 de la Ciudad de Buenos Aires, cuyo art. 11 establecía que el personal que estuviera autorizado para usar armas de fuego debía contar con un certificado de aptitud psicofísica y acreditar categoría de legítimo usuario de armas de fuego que otorgaba el Registro Nacional de Armas conforme Ley 20.429 y Decreto reglamentario 395/75.


Sin embargo, de acuerdo con la prueba informativa de fs. 314/315, producida por el Registro Nacional de Armas, el Sr. Eduardo Alejandro San Martín no estaba inscripto como legítimo usuario de armas de fuego en ninguna categoría, y el Sr. Pablo Daniel Ponce de León, -el otro dependiente que intervino en el siniestro- cuenta con credencial de legítimo usuario expedida el 2 de marzo de 1999, es decir, luego de ocurrido el desdichado suceso que produjo la muerte del Sr. San Martín. 


En mi opinión esto es más que suficiente para concluir que la Aseguradora de Riesgos del Trabajo incurrió en omisión de obligaciones que le habían sido impuestas por normas legales vigentes, y al omitir el cumplimiento de las mismas, hizo posible la ocurrencia del siniestro,  por lo que su conducta encuadra en el supuesto previsto por el art. 1074 del C.Civil, y por ello considero que corresponde hacer lugar a la demanda a su respecto. 


En efecto, el desprecio por las normas mencionadas,  demostrado por la Aseguradora demandada en autos, fue determinante en la producción de los hechos que concluyeron con la muerte del Sr. San Martín, dado que de haber intervenido conforme al art. 4 de la Ley 24.557, aquélla hubiera debido demostrar que había puesto en conocimiento de la empresa empleadora las normas legales a las que debía someterse, y eventualmente hubiera debido en todo caso demostrar haber controlado el cumplimiento de las mismas y eventualmente haber denunciado ante la Superintendencia de Riesgos del Trabajo a la empresa empleadora en caso de no atender dichas indicaciones. 


Pero nada de ello se ha alegado ni probado en autos.  Por el contrario, en su contestación de demanda de fs. 139/152 la Aseguradora se ha limitado a señalar que en empresas de vigilancia no habría posibilidad de llevar a cabo un plan de mejoramiento como el que en ese momento se establecía para el resto de los establecimientos, y a ampararse en la supuesta imposibilidad de responsabilizarla por la via del derecho común, pero nada alegó ni probó respecto del cumplimiento por su parte de las obligaciones que le eran propias conforme art. 4 Ley 24.557.


La parte actora planteó oportunamente la inconstitucionalidad del art. 39.1 de la Ley 24.557 y al respecto, atendiendo a la doctrina de la Corte Suprema de Justicia en el precedente "Aquino", considero que en el caso corresponde hacer lugar y decretar la inconstitucionalidad reclamada, en tanto dicha norma pretendió erigirse como un obstáculo a fin de impedir que el trabajador por el solo hecho de serlo, pudiera acceder a la reparación integral del daño ocasionado en su persona o, como en el caso en examen, el derivado de su muerte como consecuencia del siniestro padecido. 


Por otra parte,  teniendo en cuenta que según la doctrina de la Corte Suprema en el precedente "Torrillo"  no existe razón alguna para poner a una ART al margen del regimen de responsabilidad previsto por el Código Civil, por los daños a la persona de un trabajador derivados de un accidente o enfermedad laboral, en el caso que se demuestren los presupuestos de aquél que incluyen tanto el acto ilícito y la imputación, cuanto el nexo causal adecuado entre los daños y la omisión o el cumplimiento deficiente de los deberes legales de aquélla; en tanto dichos extremos están acreditados en autos según lo precedentemente expuesto, también considero que corresponde hacer lugar a la demanda contra CNA ART S.A. con fundamento en las normas del Código Civil invocadas al inicio. 


Sentado ello, resta entonces expedirse sobre la cuantificación del reclamo de la parte actora, para lo cuál he de tener en cuenta que en el caso se reclama el daño ocasionado por la muerte de quien en vida fuera esposo y padre de los actores, que al momento de los hechos tenía 29 años de edad, que se desempeñaba como vigilador con una remuneración denunciada de $ 392,70, respecto de la cuál es preciso señalar que según lo que surge de las escalas salariales correspondientes a los CCT N° 421/05 y 507/07 los básicos de convenio llegaron a incrementarse a $ 900 y $ 1.500 aproximadamente para las respectivas fechas de negociación de dichos convenios; que sus hijos menores nacieron en junio de 1996 y agosto de 1998, respectivamente, lo que implica que por el siniestro ocurrido se los ha privado a ambos de disfrutar de la presencia y la contención de su padre desde muy temprana edad, prácticamente sin haber podido llegar a tener conocimiento conciente del mismo; la situación de la viuda del causante y madre de los menores, que precisamente se ve afectada tanto por la pérdida afectiva de quien fuera su esposo y padre de sus hijos, como por la necesidad de contener económica, espiritual y piscológicamente a sus hijos y a sí misma, frente a dicha pérdida, y los efectos que todo lo señalado han tenido, tienen y tendrán, seguramente, en el desenvolvimiento de la vida personal, afectiva y de relación de cada uno de los actores. 


A todo lo expuesto, debo en este caso sumar el transcurso del tiempo desde la ocurrencia de los hechos, que sin ninguna duda agrava la sensación de pérdida ya padecida por los accionantes. 


En ese marco, y sin dejar de resaltar que la reparación patrimonial nunca puede llegar a constituirse en reparación integral particularmente en un caso como el presente frente a la brutal pérdida padecida, propongo derivar a condena la suma de $ 750.000 en concepto de daño material, y $ 225.000 en concepto de daño moral, lo que hace un total de $ 975.000 ponderados a valores del presente pronunciamiento y por encima de cualquier otra suma que los actores pudieran haber ya percibido por este mismo siniestro, correspondiendo la suma de $ 487.500 a la co actora Patricia Elizabeth Naval; la suma de $ 243.750 a la menor Rocío Elizabeth Noemí San Martín Naval; y la suma de $ 243.750 al menor Marco Alejandro Isaías San Martín Naval.  


En consecuencia, sobre dichas sumas se adicionarán intereses desde que esta sentencia quede firme y hasta el momento del efectivo pago, aplicando para ello la tasa activa que fija el Banco de la Nación Argentina en sus operaciones de préstamos (conf. art. 622 C.Civil y Acta CNAT N° 2357). 


La nueva solución del juicio que propongo me inclina a dejar sin efecto lo resuelto respecto de costas y honorarios por la parte de la demanda que prospera contra CNA ART S.A., siendo necesario un nuevo pronunciamiento (conf. art. 279 CPCCN). 


A ese efecto, propongo imponer las costas en ambas instancias a la parte demandada vencida, y regular los honorarios de la representación y patrocinio letrado de la parte actora, los de igual concepto de la co demandada CNA ART S.A. y los del perito contador designado en autos, en el 16%, 11% y 7%, respectivamente, del monto total de capital e intereses de condena (conf. Ley 21.839, Dec. Ley 16.638/57 y art. 38 L.O.).


Por las tareas ante esta alzada propongo regular los honorarios de los letrados que intervinieron por la parte actora y por la demandada, en el 35% y 25%, respectivamente, de lo que les fuera fijado para la primera instancia (conf. art. 14 Ley 21.839).


Por lo expuesto y de prosperar mi voto propongo: 1) Revocar parcialmente la sentencia apelada y hacer lugar a la demanda condenando a CNA ASEGURADORA DE RIESGOS DEL TRABAJO S.A.  a abonar a los actores dentro del quinto dia de notificada y mediante depósito judicial en autos, la suma de $ 975.000 ponderados a valores del presente pronunciamiento y por encima de cualquier otra suma que pudieran haber ya percibido por este mismo siniestro, correspondiendo la suma de $ 487.500 a la co actora Patricia Elizabeth Naval; la suma de $ 243.750 a la menor Rocío Elizabeth Noemí San Martín Naval; y la suma de $ 243.750 al menor Marco Alejandro Isaías San Martín Naval. Sobre dichas sumas se adicionarán intereses desde que esta sentencia quede firme y hasta el momento del efectivo pago, aplicando para ello la tasa activa que fija el Banco de la Nación Argentina en sus operaciones de préstamos. 2) Imponer las costas del juicio en ambas instancias a la demandada CNA Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A..  3) Regular los honorarios de la representación y patrocinio letrado de la parte actora, los de igual concepto de la co demandada CNA ART S.A. y los del perito contador designado en autos, en el 16%, 11% y 7%, respectivamente, del monto total de capital e intereses de condena.  4) Por las tareas cumplidas en la alzada regular los honorarios de los profesionales que intervinieron por la parte actora y por la parte demandada en el 35% y 25%, respectivamente, de lo que les fue fijado para primera instancia.   

LA DOCTORA ESTELA MILAGROS FERREIROS DIJO: Por compartir sus fundamentos, adhiero al voto que antecede.

EL DOCTOR NESTOR MIGUEL RODRIGUEZ BRUNENGO: No vota (art. 125 de la Ley 18.345).   


            A mérito de lo que resulta del precedente acuerdo el Tribunal RESUELVE: 1) Revocar parcialmente la sentencia apelada y hacer lugar a la demanda condenando a CNA ASEGURADORA DE RIESGOS DEL TRABAJO S.A.  a abonar a los actores dentro del quinto día de notificada y  mediante  depósito  judicial  en  autos,  la suma de $ 975.000  (novecientos setenta y cinco mil pesos) ponderados a valores del presente pronunciamiento y por encima de cualquier otra suma que pudieran haber ya percibido por este mismo siniestro, correspondiendo la suma de $ 487.500 (cuatrocientos ochenta y siete mil quinientos pesos)  a la co actora Patricia Elizabeth Naval; la suma de $ 243.750 (doscientos cuarenta y tres mil setecientos cincuenta pesos) a la menor Rocío Elizabeth Noemí San Martín Naval; y la suma de $ 243.750  (doscientos cuarenta y tres mil setecientos cincuenta pesos)al menor Marco Alejandro Isaías San Martín Naval. Sobre dichas sumas se adicionarán intereses desde que esta sentencia quede firme y hasta el momento del efectivo pago, aplicando para ello la tasa activa que fija el Banco de la Nación Argentina en sus operaciones de préstamos. 2) Imponer las costas del juicio en ambas instancias a la demandada CNA Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A.. 3) Regular los honorarios de la representación y patrocinio letrado de la parte actora, los de igual concepto de la co demandada CNA ART S.A. y los del perito contador designado en autos, en el 16% (dieciseis por ciento), 11% (once por ciento)  y 7% (siete por ciento), respectivamente, del monto total de capital e intereses de condena.  4) Por las tareas cumplidas en la alzada regular los honorarios de los profesionales que intervinieron por la parte actora y por la parte demandada en el 35% (treinta y cinco por ciento) y 25% (veinticinco por ciento), respectivamente, de lo que les fue fijado para primera instancia.   

               Regístrese, notifíquese y devuélvase.  

